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RESUMEN

La movilizació n masiva de la població n de localidades de la provincia argen-
tina de Entre Ríos, que hizo eclosió n a fines de 2004, para oponerse a la ins-
talació n de dos plantas de producció n de pasta de celulosa en la vecina
localidad uruguaya de Fray Bentos presenta características iné ditas en la his-
toria de la resistencia ciudadana a la tecnología en Amé rica Latina por diver-
sas razones, entre las que se cuentan la especificidad y focalizació n del
reclamo, la magnitud de la movilizació n ciudadana, la capacidad de involu-
crar a todos los niveles de gobierno, su alto perfil en la esfera pú blica, la par-
ticipació n de ONG locales e internacionales y por involucrar una inversió n
extranjera apoyada por el Banco Mundial. Este artículo examina los elemen-
tos que contribuyeron a que esta movilizació n se constituyera en una con-
troversia ambiental, a travé s de dos líneas: el aná lisis de las cuestiones de
percepció n de riesgo en la construcció n de la amenaza que la tecnología
representa, y los recursos simbó licos y materiales puestos en juego para
actuar en contra de la misma.

La movilizació n masiva iniciada a fines de 2004 por la població n de localida-
des de la provincia argentina de Entre Ríos, en particular de Gualeguaychú  y
Coló n, para oponerse a la instalació n de dos plantas de producció n de pasta
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de celulosa en la vecina localidad uruguaya de Fray Bentos, y que impulsó  por
primera vez al gobierno argentino a tomar fuertes medidas en el á mbito inter-
nacional a partir de argumentos ambientales, representa un hito en la historia
de la resistencia ciudadana a la tecnología en Amé rica Latina. Si bien se trata
de un proceso reciente y en marcha, ya puede decirse que presenta caracterís-
ticas iné ditas en la regió n, en relació n con varios elementos que suelen estar
involucrados en este tipo de controversias. Al hacer esta afirmació n tenemos
en cuenta un conjunto de aspectos, entre los cuales consideramos má s rele-
vantes: la especificidad y focalizació n del reclamo, que apunta centralmente a
una tecnología particular en relació n con la cuestió n ambiental; la magnitud,
diversidad social y grado de organizació n de la movilizació n ciudadana; la
capacidad de involucrar a todos los niveles de gobierno, es decir, autoridades
municipales, provinciales y nacionales; el alto perfil alcanzado en la discusió n
pú blica, que se refleja en una visible y sostenida presencia en los medios masi-
vos de comunicació n locales y nacionales, así como en el hecho de haberse
convertido en tema de conversació n cotidiano; la participació n estraté gica y
coordinada de organizaciones no gubernamentales (ONG) locales e interna-
cionales; todo esto en relació n con dos proyectos localizados fuera del terri-
torio nacional, desarrollados por empresas europeas, y promovidos y
parcialmente financiados por el Banco Mundial, realidad que sin bien obtura
o complica las alternativas de acció n ciudadana clá sica –reclamar a las autori-
dades–, abre otras nuevas, hasta este caso poco exploradas en la regió n y que
ciertamente exceden al marco de las relaciones diplomá ticas entre los países
vecinos, tensionadas hasta un limite histó rico por esta controversia.

La pregunta que surge inmediatamente es por qué  y có mo se generó  en la
Argentina este masivo caso de resistencia a la tecnología que derivó  en la
constitució n de una controversia ambiental que podríamos denominar “caso
papeleras”. Una primera aclaració n metodoló gica: creemos que este caso se
encuadra en el marco teó rico de los fenó menos de resistencia que describe
Bauer (1995a), en tanto tiene que ver con una tecnología específica, cuya
adopció n puede afectar a determinadas poblaciones, y apunta fundamental-
mente al derecho de esas poblaciones a ser escuchadas en sus preocupaciones
y reclamos, y a determinar qué  actores responderá n ante qué  actores por las
consecuencias de esa adopció n:

Artefactos tales como má quinas, centrales de producció n de energía, compu-
tadoras, telé fonos, transmisiones de televisió n, y tomates modificados gené ti-
camente, y las prá cticas de su producció n, puesta en mercado y uso –en otras
palabras, las innovaciones tecnoló gicas– no son los ú nicos factores de cambio
histó rico. El determinismo tecnoló gico parece no dar cuenta adecuadamente
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de nuestra historia. Varias actividades sociales dan forma a procesos y pro-
ductos, facilitan su difusió n y mitigan sus consecuencias. Sin embargo, la tec-
nología no es neutra. Crea oportunidades y simultá neamente limita las
actividades humanas. […] La selecció n de opciones no es neutra: es pasible de
ser contestada y necesita legitimarse. El control de la tecnología por aquellos
que resultan afectados por ella es entonces una agenda deseable. A partir de
aquí, comienzan los desacuerdos: ¿quié n debe responder a quié n, y qué  pro-
cedimientos aseguran esta asunció n de responsabilidad? (Bauer, 1995a: 1).

En cuanto a la noció n de “controversia”, introducida para describir procesos
sociales en que actores no expertos cuestionan y afectan con sus acciones
pú blicas la decisió n de actores expertos en relació n con la construcció n de
instalaciones, la incorporació n de determinadas tecnologías que implican
riesgos de salud o ambientales, la aplicació n de normativas té cnicas que
suponen avanzar sobre valores tradicionales o sobre la libertad de elecció n
de los ciudadanos (Nelkin, 1971, 1974 y 1979), consideramos en primer lugar
que no todos los fenó menos de resistencia dan lugar a las mismas. La resis-
tencia puede permanecer reducida al á mbito privado –por ejemplo, casos ais-
lados de “tecnofobia” (Bauer, 1995b)– o encender acciones pú blicas de baja
repercusió n que resultan en un impacto relativamente bajo sobre el proceso
de adopció n de la tecnología considerada, como parece ser el caso en torno
a la resistencia a la tecnología nuclear y los transgé nicos en la Argentina –que
no se transformaron en controversias ambientales, a pesar de tratarse de dos
tecnologías altamente resistidas en el mundo (Bauer, 1995a). Por otra parte,
como resulta evidente del anterior listado, no todos los fenó menos de resis-
tencia tienen que ver con la cuestió n ambiental. No es trivial que en el caso
canó nico de resistencia a una tecnología, el del ludismo en la Inglaterra de
comienzos del siglo XIX, la preocupació n tuviera que ver con la pé rdida de
puestos de trabajo (Randall, 1995).

Corresponde hacer otras tres breves aclaraciones metodoló gicas. En pri-
mer lugar, este artículo no pretende ser una descripció n totalizadora del
desarrollo de esta controversia, teniendo en cuenta las posiciones, intereses y
acciones de los diversos actores involucrados en la misma. Creemos que tal
pretensió n resultaría vana por tratarse de un proceso en marcha, en que las
posiciones estraté gicas se van conformando, explicitando y transformando
segú n la diná mica de su desarrollo. En este sentido, nuestro aná lisis se foca-
liza en los actores que dieron inicio y entidad al fenó meno de resistencia,
contribuyendo decisivamente a que se desarrollara una controversia. En
relació n con esto, este trabajo tampoco se propone evaluar los argumentos y
las acciones de los distintos actores, ni llegar a una propuesta sobre un posi-
ble desenlace “deseable” de la controversia, má s allá  de nuestra convicció n
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–en la que seguimos a Bauer– de que los fenó menos de resistencia tienen un
papel significativo en el proceso de adopció n de tecnologías en la forma de
un “dolor organizacional”, una analogía que pone el acento en “su capacidad
para cambiar la actividad en beneficio del futuro de la actividad” (1995c:
403). En tercer lugar, en nuestra exposició n nos interesa establecer paralelos
puntuales con los fenó menos de resistencia a la tecnología nuclear y a los
transgé nicos en la Argentina, en la medida en que, creemos, estos tres casos
pueden iluminarse entre sí.

En el presente artículo nos proponemos, entonces, examinar algunos de
los elementos que contribuyeron a que la resistencia a una determinada tec-
nología –la producció n de pasta de celulosa– haya derivado en la constitu-
ció n de una controversia ambiental, fundamentalmente a travé s de dos líneas.
La primera tiene que ver con cuestiones de percepció n de riesgo, y apunta a
explorar la construcció n de la amenaza que la tecnología representa para las
poblaciones que se movilizaron contra ella. La segunda analiza los recursos
simbó licos y materiales puestos en juego para actuar en contra de la misma.
Este complejo conjunto de elementos apunta a tratar de explicar el cará cter
iné dito de este caso en relació n con los antecedentes nacionales y regionales.

1. CONTEXTO NACIONAL Y ANTECEDENTES

Para poner el caso papeleras en un contexto nacional que nos permita anali-
zarlo en perspectiva, consideramos relevante recordar que dos de las tecnolo-
gías má s resistidas en el mundo, tanto en los países centrales como en muchos
perifé ricos, como son la tecnología nuclear y la biotecnología agrícola –en
particular, los organismos gené ticamente modificados o transgé nicos (Bauer,
1995a)–, fueron introducidas tempranamente y tienen una significativa pre-
sencia en la Argentina. Así, la tecnología nuclear comienza a desarrollarse en
nuestro país a comienzos de la dé cada de 1950, y a lo largo de las dé cadas
siguientes estuvo casi siempre bajo algú n tipo de supervisió n militar, aspecto
que podría haberla hecho má s controvertida, segú n argumentan incluso acto-
res favorables a esta tecnología;1 ademá s, desde el comienzo de su desarrollo,
Argentina es líder, junto con Brasil, en este tipo de tecnología en Amé rica
Latina (Hurtado de Mendoza, 2005a, 2005b, 2005c). Por otra parte, no se
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trata de una tecnología marginal o meramente ligada a la investigació n cientí-
fica ya que, entre otros aspectos, con dos centrales de producció n de energía
elé ctrica que proporcionan alrededor del 10% de la capacidad del Sistema
Interconectado Nacional, la energía nuclear es relevante para la economía del
país (IAEA, citado por Rucht, 1995: 285). A esto se agrega, significativamente
por su coincidencia temporal con el aumento de la preocupació n pú blica por
los temas ambientales a la que sin dudas contribuyó  la movilizació n contra las
plantas de celulosa, los planes del gobierno nacional anunciados en agosto de
2006 de ampliar sustancialmente la capacidad instalada con dos nuevas plan-
tas. Y hasta la intenció n de reanudar el programa de enriquecimiento de ura-
nio, relanzando así proyectos que formaron parte del Plan Nuclear diseñ ado
durante la ú ltima dictadura militar (Seitz, 2006; Hurtado de Mendoza, en
prensa). En relació n con los transgé nicos, Argentina los adoptó  a partir de
1996 simultá neamente con los Estados Unidos, y es hoy el segundo produc-
tor y exportador mundial, detrá s de este país y antes de Canadá , con aproxi-
madamente la mitad de la superficie cultivada y la mitad del volumen de
producció n de dedicada a un solo cultivo, la soja resistente al
herbicida glifosato, o soja RR, con una tasa de adopció n que supera el 95%.
Ademá s de los otros dos transgé nicos en uso, el maíz y el algodó n, con una
tasa del 50 y el 20%, respectivamente (Vara, 2004 y 2005).

Escapa al alcance de este artículo el aná lisis de las razones por las que
estas dos tecnologías no fueron masivamente resistidas ni sometidas a una
discusió n pú blica de magnitud, es decir, por qué  no se convirtieron en el cen-
tro de controversias ambientales como sí lo fueron en otros países. Sin
embargo, es importante recordar que en ambos casos hubo y hay actores
locales e internacionales –como la ONG ambientalista Greenpeace– que rea-
lizaron acciones que tuvieron relativamente alto perfil, pero cuya actuació n
no alcanzó  a movilizar a la opinió n pú blica en su contra –ni interpelá ndolos
como ciudadanos ni como consumidores. Estos actores tampoco lograron
modificar sustancialmente las políticas nacionales en relació n con estas tec-
nologías, ni a desalentar a sus promotores y adoptantes, con los resultados
que se acaban de comentar.2 Tambié n, en particular en relació n con los trans-
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gé nicos, es importante señ alar que no puede argumentarse una baja concien-
cia ( ) acerca de la adopció n de esta tecnología, o un rechazo a reco-
nocer sus impactos negativos para justificar esta situació n, ya que
ni siquiera sectores favorables a esta tecnología u oficinas de gobierno nacio-
nal niegan algunos de los importantes impactos ecoló gicos y sociales negati-
vos que implicó  su adopció n (Vara, 2005: 15-75). Algo similar puede decirse
con respecto a la tecnología nuclear, alrededor de la cual se desarrolló  una
discusió n sobre el proyectado repositorio de Gastre entre fines de la dé cada
de 1980 y comienzos de la dé cada de 1990 y, má s recientemente, por las
denuncias judiciales y el hallazgo de napas de agua contaminadas con uranio
en la localidad de Ezeiza ( 3 de diciembre de 2005, “Napas conta-
minadas en Ezeiza”, p. 22). Es decir, no son tecnologías que esté n má s allá
de las críticas. Pero no por eso la discusió n sobre ellas ha derivado hasta
ahora en una controversia.

En particular, con respecto a la resistencia a las tecnologías de produc-
ció n de pasta de celulosa y de papel, se produce una situació n semejante. En
ningú n caso, hasta ahora, se habían producido en la Argentina controversias
de magnitud en torno a las mismas, si bien hubo manifestaciones de resis-
tencia y algunos de los actores involucrados en el caso papeleras produjeron
informes y organizaron acciones para exponer casos de contaminació n
(Greenpeace, 1997a y 1997b). Incluso hay denuncias judiciales contra las
mismas. En el caso de una presentació n contra la papelera Ledesma, instala-
da en la localidad de Libertador General San Martín, en Jujuy, la Cá mara de
Apelaciones de San Pedro rechazó  un recurso de amparo del Comité  para la
Defensa de la Salud, la É tica Profesional y los Derechos Humanos (CODE-
SEDH) en favor de una persona que alegó  que su salud se vio afectada. Pero
la presentació n contra Papelera del Tucumá n, en Tucumá n, tuvo otro resul-
tado: los directivos de la empresa fueron procesados penalmente por la
Cá mara Federal de esa provincia por contaminació n de agua, destrucció n de
especies autó ctonas y efectos perjudiciales para la agricultura y la salud. Y
organizaciones ambientalistas han cuestionado tambié n las plantas de
Celulosa Argentina, en Santa Fe y Alto Paraná , y Papel Misionero, en
Misiones. Un caso particularmente importante es Celulosa Puerto Piray,
tambié n en Misiones, que fue denunciada por Paraguay ( , 18 de
febrero de 2006, “Paraguay demanda a una empresa argentina”, p. 8;
Lipcovich, 2006). Entonces, tampoco se trata de una tecnología que esté  pro-
tegida de las críticas.

Es en este contexto que se desarrolla en localidades entrerrianas la movi-
lizació n de protesta en torno a las plantas de pasta de celulosa en Fray Bentos
que derivará  en una controversia ambiental. Una cronología mínima indica
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que en 2002 la empresa españ ola ENCE presentó  ante el gobierno uruguayo
la propuesta de construcció n de una planta de pasta de celulosa con capaci-
dad para producir 500 mil toneladas anuales cerca de Fray Bentos, por una
inversió n de 660 millones de dó lares (aprobada en octubre de 2003). En
2004, se suma el proyecto de la empresa finlandesa Botnia para instalar una
planta con el doble de capacidad, por una inversió n de 1.200 millones de
dó lares (aprobada en febrero de 2005). El 30 de abril, unas 30 mil personas
se concentran junto al puente internacional General San Martín, que une la
localidad entrerriana de Gualeguaychú  con Fray Bentos, para manifestar su
rechazo a la construcció n de las plantas. Poco tiempo antes, habían hecho
llegar su reclamo al presidente argentino Né stor Kirchner, preocupados por
los potenciales efectos contaminantes. Durante el resto del añ o, los habitan-
tes de Gualeguaychú  y Coló n –otra localidad entrerriana que se siente afec-
tada– comienzan a organizarse en asamblea y, entre otras acciones, entregan
panfletos sobre la ruta 136, que da acceso al puente. No siempre son bien
acogidos por los viajantes, que en ocasiones los esquivan avanzando por la
banquina. Se parapetan entonces en Arroyo Verde, unos 15 kiló metros antes
de la cabecera del puente, donde los automó viles no puedan sortear el paso.

En diciembre, la Corporació n Financiera Internacional (CFI), organismo
financiador del Grupo Banco Mundial que está  detrá s de los proyectos, sos-
tiene que la construcció n de las plantas cumple “los requisitos té cnicos”. El
día 19 comienzan los cortes sistemá ticos en la ruta 136 que, con suspensio-
nes, se prolongan hasta el 2 de mayo de 2006. En Coló n, sobre la ruta 135
que da acceso al puente General Artigas y la localidad uruguaya de
Paysandú , los cortes comienzan el 30 de diciembre y se extienden, tambié n
con interrupciones, hasta el 18 de abril de 2006. Y hay iniciativas de cortes
en Concordia, sobre el puente que une esta ciudad con la uruguaya de Salto.
A un añ o de la primera marcha, entre 80 mil y 100 mil personas, en sus auto-
mó viles particulares y en algunas decenas de micros contratados por la
municipalidad de Gualeguaychú  y organizaciones civiles, vuelven a manifes-
tarse en contra de las plantas, en un “abrazo” al puente General San Martín.
Tras un frustrado intento por alcanzar un acuerdo entre el presidente argen-
tino Kirchner y el presidente uruguayo Tabaré  Vá zquez que implique una
moratoria en la construcció n de las plantas, el 4 de mayo el gobierno de la
Argentina presenta el caso ante el Tribunal Internacional de La Haya. Es la
primera vez que alguno de los dos países acude a este organismo para fallar
en una diferencia, segú n prevé  el Estatuto del Río Uruguay firmado en 1975
por los dos países para coordinar el manejo del río. El Tribunal se expide el
13 julio en contra de una medida cautelar, es decir, no detiene la construc-
ció n, dado que considera que no hay pruebas de “una amenaza inmediata de
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dañ o irreparable” (International Court of Justice, 2006). El gobierno uru-
guayo, en el ínterin, presenta un reclamo ante el Tribunal Arbitral del
Mercosur, alegando pé rdidas econó micas derivadas de los cortes; el Tribunal
se expide el 6 de septiembre, condenando al gobierno argentino por no haber
adoptado las “debidas diligencias” para evitar o dar fin a los cortes, pero sin
imponer sanciones econó micas (Mingarrio, Barreira y Gamio, 2006).

El 10 de octubre se filtra a la prensa que la CFI, tras revisar un informe que
analizó  la nueva documentació n aportada por las empresas a pedido de la
propia CFI –solicitud derivada, a su vez, de un informe previo que había
detectado importantes faltantes en la informació n aportada–, da vía libre a la
construcció n de las plantas considerando que no van a afectar la calidad del
agua y el aire de la zona (Dwernychuk, 2006; Ferná ndez, 2006b). Apenas
diez días antes, la empresa españ ola ENCE había anunciado su decisió n de
modificar la localizació n de su planta, considerando un “error” el emplaza-
miento coincidente de las dos, pero destacando que el proyecto de ENCE fue
aprobado previamente al de Botnia ( , 28 de septiembre de 2006,
“ENCE desistió  de construir su planta en Fray Bentos”)3. Tras deliberar, la
Asamblea Ciudadana de Gualeguaychú  anunció  nuevos cortes de ruta
(Fiorotto, 2006c).

2. LA CONSTRUCCIÓ N DE LA AMENAZA

¿Por qué  no se desarrollaron hasta ahora en la Argentina controversias
ambientales en torno a la tecnología nuclear, los transgé nicos o la produc-
ció n de pasta de celulosa en territorio nacional? La bibliografía internacio-
nal, desarrollada fundamentalmente a partir de la discusió n sobre
controversias ambientales en países centrales desde la dé cada de 1970, ofrece
líneas de aná lisis que permiten explorar qué  cuestiones pueden haber contri-
buido a incrementar la percepció n de riesgo en el caso papeleras.

La primera observació n general que surge de la consideració n de este caso
es que parece resonar en é l la preocupació n generalizada sobre el riesgo deri-
vado de las incorporaciones científico-tecnoló gicas que, desde distintas tra-
diciones, autores como Mary Douglas y Aaron Wildavsky (1983), Niklas
Luhmann (2005) y Ulrich Beck (1992) señ alan como característica distintiva
de las sociedades contemporá neas. En particular, segú n la formulació n de
Beck, en las nuevas “sociedades del riesgo” la ló gica de distribució n de la
riqueza cede paso a la lucha por la distribució n de los riesgos, ya que las pre-
ocupaciones actuales no tienen que ver “[…] exclusivamente con hacer que
la naturaleza resulte ú til o con liberar a la humanidad de las limitaciones tra-
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dicionales, sino tambié n y esencialmente con los problemas que resultan del
desarrollo tecno-econó mico en sí mismo” (Beck, 1992: 19).

No se trata, como argumentó  tempranamente Beck (1992: 41) y luego
revisó  (1999), de una cuestió n presente ú nicamente en los países centrales.
En este aspecto, Douglas y Wildavsky (1983: 1) son bastante explícitos en
cuanto a que esta preocupació n está  extendida entre los países occidentales,
aunque haya diferencias en cuanto a las fuentes y magnitudes de los riesgos:

La actual consideració n de los riesgos tiene tres peculiaridades. La primera es
que el desacuerdo acerca del problema es profundo y extendido en el mundo
occidental. La segunda es que diferentes personas se preocupan por diferen-
tes riesgos –guerra, polució n, empleo, inflació n. La tercera es que el conoci-
miento y la acció n está n desincronizados: no importa cuá l sea el programa
llevado a cabo, é stos fallan de manera evidente para seguir el principio de
hacer lo má ximo para prevenir el peor dañ o. En suma, persiste un desacuer-
do sustancial sobre qué  es riesgoso, la magnitud del riesgo, y qué  se debe
hacer (Douglas y Wildavsky, 1983: 1).

Este clima de incrementada ansiedad ante los riesgos científico-tecnoló gicos
y la extendida percepció n acerca de la incapacidad para controlarlos –otro
aspecto clave en la cita de Douglas y Wildavsky– es un ineludible teló n de
fondo detrá s de los fenó menos de resistencia a la tecnología actuales, que
corresponde reconocer. Sobre el mismo se dibuja una serie de peculiaridades,
que comienza a delinear el caso papeleras. La primera característica que
surge es que este caso parece una instanciació n de la actitud “

” (NIMBY), es decir, “no en mi patio”. La frase, acuñ ada por sectores de
la industria para descalificar las protestas en contra de la localizació n de
determinadas instalaciones (Walsh, Warland y Clayton Smith, 1993: 27), se
refiere a las actitudes de poblaciones donde se planea asentar un aeropuerto,
una central nuclear o una planta de tratamiento de residuos, que han des-
cripto autores como Dorothy Nelkin ya en la dé cada de 1970.
Independientemente de la posició n hacia determinada tecnología, la comu-
nidad que se siente afectada puede manifestarse en contra de esas instalacio-
nes; así, la primera controversia estudiada por Nelkin (1971) tuvo que ver
con una instalació n nuclear, pero la segunda fue simplemente en contra de la
ampliació n de un aeropuerto (1974). En estos casos, hay actores que pro-
mueven el proyecto, y actores que lo administran, típicamente, las burocra-
cias de gobierno, y la controversia se suscita debido a las diferentes
perspectivas sobre el problema:

Quienes desarrollan un proyecto tienen un objetivo específico que buscan
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alcanzar de la manera má s eficiente posible. De esta manera, trabajan en té r-
minos de un cá lculo de eficiencia que só lo incorpora costos que pueden ser
cuantificados. Las personas cuyas vidas se ven negativamente afectadas por
ese desarrollo definen los costos de manera que incluyan los impactos socia-
les y ambientales (Nelkin, 1974: 3).

Está  claro, en el caso papeleras, que no se trata de una oposició n taxativa a la
producció n de papel: lo que está  en juego sobre todo es la localizació n de las
plantas. En esta actitud NIMBY coincide todo Gualeguaychú , pero tambié n
má s de un poblador de Fray Bentos. Julia Có ccaro, del Movimiento por la
Vida, el Trabajo y un Desarrollo Sustentable (MOTVIDES), creado en 1996, y
Delia Villalba, ex edila del Frente Amplio en Fray Bentos, son representan-
tes del rechazo a la política de forestació n en Uruguay ( , 20 de
febrero de 2006, “La uruguaya que rechaza las fá bricas de celulosa”, p. 6). De
hecho, fueron militantes políticos y ambientalistas del Uruguay quienes aler-
taron a las poblaciones tanto de Fray Bentos como de Gualeguaychú , tras
haber llevado adelante diversas acciones para alertar a la població n de su país,
en primer lugar, acerca de los problemas de los monocultivos forestales.
Entre ellos se destacaron la ONG ambientalista Guayubira y el MOTVIDES, que
estuvo presente en las dos marchas multitudinarias del 30 de abril de 2005 y
2006 ( , 2 de mayo de 2006, “Los que pudieron cruzar al otro lado”)4.

En consonancia con los temores de tipo NIMBY resuenan las experiencias
analizadas a travé s del cristal de la justicia ambiental o 

. La experiencia muestra que las instalaciones cuestionadas frecuentemen-
te terminan localizá ndose cerca de poblaciones sin poder político, es decir,
en los barrios de ciertas minorías –la població n negra en los Estados Unidos–
o en países en desarrollo.5 Esto lo conocen todos los involucrados en temas
ambientales, y no contribuye a suavizar los reclamos. De hecho, el argu-
mento de que la Argentina tiene plantas má s contaminantes que las que se
van a construir –y hasta que haya sido demandada por Paraguay por una
planta instalada en Misiones, como se comentó – puede funcionar en contra
de los intereses argentinos en té rminos de diplomacia internacional, al mar-
car la inconsistencia de la política argentina en cuestiones ambientales.6 Pero
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4 Disponible en: <http://www.elpais.com.auy/06/05/02/pnacio_214188.asp>
5 La noció n de se desarrolló  en Estados Unidos a raíz de una serie de

estudios que mostraron que los depó sitos de residuos peligrosos se encontraban preferente-
mente situados en barrios de minorías raciales y pobres. Fueron particularmente importantes un
estudio del General Accounting Office de 1983 y otro de la United Church’s Comisió n on
Racial Justice en 1987. Vé ase Noble-Tesh (2000: 71-72 y 150, notas 30-32).

6 El ministro de Ambiente de Paraguay presentó  una denuncia ante la Fiscalía General del
Estado en febrero de 2006 por una planta instalada en Puerto Piray, Misiones. La papelera



desde el punto de vista de las poblaciones que pueden verse afectadas –es
decir, desde Gualeguaychú  o Coló n– ciertamente contribuyen a acentuar el
reclamo: el antecedente de que no se haya podido controlar las plantas ya
instaladas no puede ser tranquilizador. Este tema nos reenvía al problema de
la autonomía, que discutiremos má s adelante.

La tercera cuestió n que se dibuja sobre el teló n de la sociedad del riesgo
tiene que ver con la percepció n de los riesgos: la discusió n sobre las dificul-
tades para estimarlos, y las discrepancias entre las estimaciones de los exper-
tos y los legos es un tema de larga data y complejo tratamiento. Susana
Horning denomina los enfoques que privilegian las estimaciones de los
expertos como “racionalistas”, y los enfoques que tienen en cuenta que la
percepció n pú blica del riesgo incluye otras cuestiones, ademá s de la mera
probabilidad de un dañ o, como “subjetivistas”.

Así caracteriza los enfoques racionalistas, que representan una apuesta
fuerte en relació n con la comunicació n del riesgo, el modo de enfrentar las
discusiones pú blicas y el tomar en cuenta la opinió n de las poblaciones afec-
tadas: la posició n racionalista sostiene que es teó ricamente posible llegar a
una medició n absoluta del cará cter riesgoso asociado con cualquier innova-
ció n tecnoló gica que se considere, siempre que se recolecte suficiente infor-
mació n y se resuelvan los varios problemas té cnicos de aná lisis. Esta medida
teó rica se convierte en la vara de medida contra la que se contrasta la opinió n
pú blica y las representaciones de los medios. Los partidarios de la mirada
racionalista señ alan que el pú blico no té cnico tiene dificultad en entender las
probabilidades, especialmente las muy pequeñ as, y que sus reacciones a la
informació n sobre riesgos está n por lo tanto “distorsionadas” en relació n
con las “correctas”. El pú blico acepta algunos riesgos voluntariamente mien-
tras rechaza otros que son infinitamente pequeñ os. Mientras que los racio-
nalistas no son necesariamente no democrá ticos, se preocupan por que esas
“distorsiones” sistemá ticas sean corregidas a travé s de la educació n del
pú blico, de manera que la participació n de los ciudadanos en las decisiones
sobre cuestiones de riesgo se basen en el conocimiento y no en la ignorancia
(Horning, 1993: 96).
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misionera “operaría utilizando una tecnología obsoleta (cloro elemental) en el proceso de blan-
queo de la pasta celuló sica vertiendo sus desechos sin previo tratamiento al arroyo Los
Angelitos, casi en su desembocadura en el río Paraná , frontera natural entre la Argentina y
Paraguay”, ( , 18 de febrero de 2006, “Paraguay demanda a una empresa argentina”,
p. 8). Entre otros que han hecho pú blico este argumento se cuenta el periodista Víctor Hugo
Morales (2006), quien sostiene: “Y tambié n se cree en la sensació n de injusticia fundamentalis-
ta que se le propina a Uruguay, percepció n que anida en miles de argentinos que se preguntan
si puede la Argentina levantar una bandera ambientalista. Y no só lo por las 11 papeleras que la
habitan, algunas de ellas con tecnología má s precaria y contaminante.”



En oposició n a los enfoques racionalistas, los “subjetivistas” –que Horning
considera comienzan con Paul Slovic aunque sostiene que este autor parece
fluctuar entre ambos acercamientos– tienen en cuenta que “la evaluació n de
la informació n sobre riesgo tiene lugar en un contexto social y que incluye
juicios de valor y prioridades” (Horning, 1993: 96). Sin dudas, en el caso que
nos ocupa, estas cuestiones de percepció n de riesgo juegan un papel impor-
tante. En un interesante resumen de la literatura, un autor como Cass R.
Sunstein (2006: 78-79) caracteriza el enfoque “subjetivista” como “una
racionalidad má s rica” –siguiendo a Slovic– y recopila características que
puede ser productivo tener en cuenta en el caso papeleras. En particular, en
relació n con las negaciones y aclaraciones, que no necesariamente resultan
finalmente tranquilizadoras, así como con respecto a la folletería y afiches
que hace circular la Asamblea Ambiental de Gualeguaychú , los que presen-
tan en general un discurso catastrofista, que incluye calaveras y paisajes
devastados, entre otros tó picos visuales:7

1. Cuando la gente analiza un riesgo de escasa probabilidad, su preocupa-
ció n se incrementa incluso si el aná lisis consiste mayormente en aseveracio-
nes en apariencia fidedignas de que la probabilidad de dañ o es realmente
infinitesimal. […]
2. La gente exhibe un sesgo “alarmista”. Cuando se le presentan relatos dife-
rentes de un peligro, generalmente se inclina por el relato má s alarmante.
3. La visualizació n o la imaginería pesa mucho en las reacciones ante los
riesgos. Cuando la imagen de una consecuencia mala resulta fá cilmente
accesible, la gente se preocupa mucho por ese riesgo y considera que la pro-
babilidad es constante (Sunstein, 2006: 78-79).

En una línea similar, un de Margolis (1997: 2) deja en evidencia que
el caso papeleras tiene muchos elementos que la bibliografía sobre percep-
ció n de riesgo ha identificado como atemorizantes. Los factores cualitativos
que afectan los juicios sobre riesgo pueden verse en el Cuadro 1.
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7 Por lo demá s, Sunstein es un completo representante del enfoque “racionalista”. Por eso
sostiene, en referencia la idea de “racionalidades rivales” entre expertos y no expertos que se
desprende de los trabajos de Slovic: “En el contexto de los riesgos, creo que una ‘racionalidad
má s rica’ exagera. Por cierto, algunos de esos factores justifican una preocupació n especial por
ciertos riesgos. Pero no existe tal ‘racionalidad rival’ en las mentes de la gente comú n” (Sunstein,
2006: 94-95). Afiches de la Asamblea Ambiental de Gualeguaychú  pueden verse en el website:
<http://www.noalapapelera.com.ar>.



CUADRO 1

Factores Condiciones asociadas con Condiciones asociadas con 
una mayor preocupació n publica una menor preocupació n publica

1. Potencial catastró fico Muertes y heridas agrupadas Muertes distribuidas y al azar
en tiempo y espacio

2. Familiaridad No familiar Familiar

3. Comprensió n Mecanismo o proceso Mecanismo o proceso
no comprendido no comprendido

4. Incertidumbre Riesgos científicamente Riesgos conocidos para la ciencia
desconocidos o inciertos

5. Control (personal) Incontrolable Controlable

6. Exposició n voluntaria Involuntario Voluntario
o involuntaria

7. Efectos en los niñ os Corren riesgo especial No corren riesgo

8. Manifestació n de los efectos Efectos diferiros Efectos inmediatos

9. Efectos en generaciones futuras Corren riesgo No corren riesgo

10. Posibilidad de identificar Victimas conocidas Victimas estadísticas 
a las victimas

11. Condició n amedrentadora Especialmente temido No especialmente temido

12. Confianza en las instituciones Falta de confianza Buena dosis de confianza
relevante

13. Atenció n de los medios Mucha atenció n de los medios Ignorado por los medios

14. Historia pasada Accidentes mayores o menores Sin accidentes anteriores

15. Equidad Distribuido en forma no equitativa Distribuido en forma equitativa

16. Beneficios acompañ antes Beneficios claros Beneficios no perceptibles

17. Reversibilidad Irreversible Reversible

18. Compromiso personal Personalidad individual en riesgo Personalidad individual en riesgo

19.Origen humano Origen humano Creado por la naturaleza

Está  claro que las plantas de celulosa instaladas frente a Gualeguaychú  tie-
nen muchas de las características agravantes desde el punto de vista de la per-
cepció n del riesgo, tal como son reseñ adas por Sunstein (2006: 94-96). En
efecto, son nuevas en la zona; representan un riesgo incontrolable e involun-
tario para la població n –nadie puede elegir cuá ndo ni có mo ni cuá nto expo-
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nerse a la mayor o menor contaminació n que producirían–; el caso fue
ampliamente cubierto por la prensa; representan riesgo para el futuro de
forma irreversible, y de tipo diferido. A esto se agrega que tienen algunas
condiciones “amedrentadoras” particulares –las dioxinas, las chimeneas son
mencionadas repetidamente por los asambleístas– y son de origen artificial;
se basan en tecnología poco conocida para la gente, y hay antecedentes de
“accidentes” –los asambleístas mencionan repetidamente los casos de las
plantas de Pontevedra, en Españ a, y de Valdivia, en Chile. Aunque, desde un
punto de vista comparativo, corresponde señ alar que la tecnología nuclear y
los transgé nicos comparten muchos de estos rasgos, y en forma incrementa-
da en ciertos aspectos (Slovic, 1987; Vara, 2005: 153-197). Algo similar puede
decirse con respecto a las otras plantas de producció n de pasta de celulosa
instaladas en la Argentina.

De manera coincidente, un problema menor pero insoslayable que com-
plica la percepció n de riesgo en el caso papeleras es la nariz. Los humanos
somos muy sensibles al “olor a podrido” del á cido sulfhídrico –lo percibi-
mos aú n en muy bajas concentraciones. Y ni las propias empresas se atreven
a asegurar que las plantas no van a oler feo de tanto en tanto, para desespe-
ració n de vecinos y espanto de turistas. Una presentació n de Botnia (2005: 4)
habla de “ocasionales problemas menores de olor”. Observaciones similares
se han hecho con respecto a la contaminació n visual que representa la plan-
ta de Botnia, en particular. Con respecto al impacto econó mico en la indus-
tria del turismo no parecen datos que puedan considerarse “subjetivistas”.

Finalmente, hay un elemento crucial que parece separar el caso papeleras
de los otros mencionados. Es importante considerar en este caso la distribu-
ció n de riesgos y beneficios; es pasible de ser analizada desde el punto de
vista de dos repartos inequitativos. En primer lugar, está  el hecho obvio de
que los beneficios econó micos serían fundamentalmente para las empresas
–y las ganancias, en este sentido, son muy importantes.8 Por otra parte, desde
el punto de vista de la controversia local, está  claro que la mayor o menor
contaminació n que producirían las plantas afectaría a ambas má rgenes del río
Uruguay, pero los puestos de trabajo –fueran los cientos comprometidos o
los miles estimados– se concentrarían en Uruguay.9 Esta situació n se puede
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8 Segú n explicó  a periodistas argentinos Rainer Hä ggblom, CEO de Jaakk Poyry, una con-
sultora de la industria forestal: “Amé rica del sur es uno de los mejores lugares del mundo para
instalar pasteras”. En Finlandia, producir una tonelada de pasta de celulosa cuesta 350 dó lares;
en la Argentina, en promedio, apenas 150 ( , 20 de mayo de 2006, “Amé rica del Sur es
el mejor lugar para instalar pasteras”, p. 9).

9 En su sitio de internet, Botnia da cifras oficiales sobre los puestos de trabajo que se gene-
rarían de manera directa e indirecta. Con respecto a los “impactos econó micos directos”, señ a-
la: “[...] el mayor incremento en empleo, tiene lugar en otros sectores, dado que la planta emplea 



comparar con la controversia internacional de transgé nicos, en la que hay
tambié n un reparto desigual de ventajas y desventajas, só lo que la Argentina
sale allí beneficiada. Coincidiendo en gran parte con la bibliografía recopila-
da, David Magnus y Arthur Caplan insisten en la cuestió n de la asimetría en
relació n con esta controversia:

Muchas de las cuestiones sobre las que la gente se preocupa al pensar en ries-
gos y beneficios no es el peso relativo de los factores, sino su distribució n:
¿quié n está  expuesto al riesgo, quié n se beneficia y quié n decide? La gente se
opone a exponerse a riesgos si no es libre para decidir, y si es el beneficio de
otros (aun si la magnitud del riesgo es menor que aquel al que se expondrían
rutinariamente). Estos rasgos señ alan que cuestiones de justicia y equidad
pueden ser má s importantes que la utilidad en la evaluació n que la gente hace
de la tecnología (Magnus y Caplan, 2002: 84).

No es caprichoso que, en general, los países agroexportadores como la
Argentina esté n a favor de los cultivos transgé nicos –porque esta tecnología
puede facilitar el manejo de malezas y plagas, y bajar sus costos de produc-
ció n (Vara, 2005: 15-76)–, mientras que los importadores está n en contra,
porque para ellos implica aceptar el riesgo de un alimento “nuevo”.10 Algo
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solamente a 300 personas”. Y má s adelante: “El má ximo de empleo será  en el orden de los 6.000
puestos en 2007, i.e. 0,4% del empleo total en 2004. Manufactura y transporte, totalizará n jun-
tos má s de 1.000 nuevos empleos, mientras que en el sector forestal habrá  un incremento de
2.200 puestos como resultado del impacto directo de la planta de celulosa. Si el incremento en
los volú menes de producció n y uso de materia prima de la foresto-industria llevan a un creci-
miento equitativo en la cosecha (i.e. sin mejoras en los mé todos de cosecha y productividad), el
empleo solamente en la forestació n generará  3.080 puestos de trabajo.” Con respecto al empleo
indirecto, señ alan: “El efecto del empleo indirecto significa una adició n de aproximadamente
4.000 empleos nuevos, comparado con el efecto de empleo directo. El empleo total, es decir
directo e indirecto incrementará  en el 0,6%, i.e. aproximadamente 8.200 nuevos puestos de tra-
bajo” (HCH Environment, 2004: 15 y 17).

10 Estas posiciones quedan evidenciadas en los países que ratificaron o no el Protocolo de
Cartagena, de la Convenció n sobre Biodiversidad. Sin embargo, las posiciones internacionales
de los gobiernos de los países no son idé nticas a la opinió n pú blica en el interior de los mismos:
Argentina no ratificó  ese Protocolo porque se opone a lo que considera medidas restrictivas al
comercio de transgé nicos, pero las encuestas comparativas muestran que su opinió n pú blica no
es demasiado diferente de la de países opositores. Por ejemplo, una encuesta internacional de
1998 colocó  a la de la Argentina (con el 42%), ligeramente por encima de Alemania (40%) y el
Reino Unido (38%), y por debajo de Japó n (44%), en la aceptació n de la frase “los beneficios
de la biotecnología en la alimentació n son mayores que los riesgos”, Environics International
(1998), , International Report, Toronto, Environics International
(citado en Pinstrup-Andersen y Cohen, 2001: 25). Nuevamente consultados por Environics en
2000, esta vez sobre si “los beneficios de la biotecnología superan los riesgos”, só lo el 44% de
los argentinos asintieron, un porcentaje cercano otra vez al del Reino Unido (42%) y Alemania
(41%), y lejano al 66% de los Estados Unidos y el 55% de Canadá , por entonces, primer y ter-
cer productores de transgé nicos; la Argentina es el segundo (citado en Hoban, 2004).



similar sucede al interior de los países, establecié ndose distinciones entre
productores y consumidores.11 Y el hecho de que den empleo y puedan alen-
tar la actividad econó mica en su zona de influencia podría contribuir a dis-
minuir el rechazo a las plantas de producció n de pasta de celulosa en la
Argentina, si bien no existen aná lisis al respecto. En este sentido, el caso
papeleras, así como en el Uruguay hubo y hay actores que estuvieron en
contra de las mismas, como comentamos, tambié n hay en Entre Ríos actores
en contra de los cortes –como los comerciantes de Coló n que, al sentirse per-
judicados, desalojaron por la fuerza el piquete que cortaba el puente
(Fiorotto, 2006b). Sin embargo, la diná mica de la controversia, marcada por
la distribució n desigual de riesgos y beneficios en relació n con las fronteras
nacionales a la que se sumó  su “nacionalizació n”, llevó  a una polarizació n del
conflicto y a que se estableciera lo que Palermo (2006) describe como “un
nacionalismo ambiental” del lado argentino y un “nacionalismo productor”
del lado uruguayo.12 Así, mientras que en los primeros meses de 2006 los
asambleístas de Gualeguaychú  ganaban como aliados al gobierno nacional y
la opinió n publica, alienaban a sus aliados uruguayos. Esta situació n fue en
gran medida precipitada por los cortes de rutas y puentes internacionales.13

Confirmando la desigual distribució n de riesgos y beneficios marcada
por las fronteras nacionales, ha habido propuestas concretas que tá citamen-
te reconocen el potencial impacto de las papeleras sobre la agricultura y el
turismo en Gualeguaychú  –sus principales actividades econó micas– y que
buscan compensarlo impulsando una industrializació n simé trica o comple-
mentaria de ambas má rgenes. Esto implicaría compartir los beneficios y no
só lo los riesgos. En esta sentido han argumentado el ministro de Ganadería
del Uruguay, José  Mujica, quien en declaraciones a los medios dijo estar a
favor de la idea de radicar industrias de este lado del río, específicamente en
Entre Ríos. 14 Y el diputado argentino Rodolfo Terragno (2006) sostuvo que
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11 En este sentido, son elocuentes los resultados de la encuesta de la Secretaría de
Agricultura, Ganadería y Pesca de la Argentina realizada en 2003, dentro del UNEP-GEF Project
on Evaluation of a National Biosafety Framework –siguiendo requerimientos del Protocolo de
Cartagena sobre participació n pú blica–, que muestran que el 75% de los productores creen que
comer alimentos gené ticamente modificados “no representa un riesgo de salud”, mientras que
só lo el 40% de los consumidores encuestados tienen esa opinió n (Sarquis, 2003: 18)

12 Citado en Gambini (2006). Con respecto a có mo se polarizó  el debate en Uruguay, vé ase
tambié n la descripció n que hace Carbone (2006b).

13 Reunidos con “ambientalistas uruguayos”, los asambleístas de Gualeguaychú  escucharon
a comienzos de marzo de 2006 que la adhesió n a la protesta iba en retroceso en ese país “por el
enojo ante los cortes”, segú n el relato periodístico (Fiorotto, 2006a).

14 Mujica hizo declaraciones en este sentido a Radio Mitre en marzo de 2006 y luego a 
, sosteniendo que esta propuesta permitiría “[...] crear intereses que unan esta contra-

dicció n. Hacer que la economía racional ayude a suturar los problemas que tenemos. Estas son



la papeleras contribuirían a delinear un que se beneficiaría ofre-
ciendo servicios. En sus palabras: “Fray Bentos queda en Uruguay, pero las
fá bricas integrará n un que no reconoce fronteras. Necesitará n
abastecimiento, servicios y recursos humanos que está n en ambas orillas.”

A estas cuestiones de percepció n de riesgo, y de riesgo y equidad, que
incrementaron sensiblemente la percepció n de amenaza para las poblaciones
afectadas, se agrega otro componente: las cuestiones de autonomía y los con-
flictos de interé s, que tienen que ver con la credibilidad de los actores a los
que se atribuye la responsabilidad de controlar la situació n. En primer lugar,
la escala de la inversió n –originalmente, de má s de 1.800 millones de dó lares,
la mayor en la historia del Uruguay; ahora só lo queda Botnia, pero sigue sien-
do una inversió n significativa: la mayor inversió n exterior de Finlandia– com-
plica la percepció n del problema. En las nuevas “sociedades del riesgo”, en las
que “la producció n social de riqueza es sistemá ticamente acompañ ada por la
producció n social de riesgo” en el aná lisis de Beck (1992: 9), los estados son
percibidos muchas veces como dé biles o comprometidos frente a los grandes
capitales. Comparando otra vez con el caso transgé nicos, la retó rica de los
opositores aú n en Europa y Estados Unidos insiste en el poder de las com-
pañ ías transnacionales para imponer mayores o menores regulaciones segú n
su conveniencia. En la Argentina, la discusió n en torno a la autonomía siguió
otro eje, ya que tanto partidarios como opositores insisten en que la decisió n
de adoptarlos o no debe estar en manos de argentinos –y en esto se cruza la
polé mica por los subsidios agrícolas, en la que un actor antitransgé nicos como
es Europa tiene una actitud similar que uno protransgé nicos como es Estados
Unidos (Vara, 2005). Tambié n la cuestió n de la autonomía contribuye a expli-
car por qué  el desarrollo nuclear en nuestro país no fue fuertemente cuestio-
nado: precisamente porque se trató  de un proceso en busca de autonomía,
como muestran los trabajos de Hurtado de Mendoza (2005a, 2005b, 2005c y
en prensa) sobre la historia de la energía nuclear en nuestro país. Y las mayo-
res oposiciones han tenido que ver con dó nde poner los desechos de quié n
–de qué  países– y quié n decide sobre esto: é ste fue un aspecto clave en las dis-
cusiones sobre el repositorio de Gastre y sobre la venta del reactor nuclear a
Australia.15 En cuanto al caso papeleras, los asambleístas de Gualeguaychú
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fabricas de celulosa, no papeleras. Que en Entre Ríos funcione el otro circuito, el de la fabrica-
ció n de papel, que otras plantas traten esa materia prima. Y ese puente que nos separa, que sirva
para unirnos” (citado en Colonna, 2006).

15 Es sugestivo que el artículo 41° de la Constitució n Nacional de 1994 sostenga específica-
mente: “Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peli-
grosos, ” (las bastardillas son nuestras).



han declarado repetidamente que dudan de la capacidad de las autoridades
uruguayas para parar el proyecto,16 que en realidad empezó  hace má s de
quince añ os, con el fomento de las plantaciones forestales.

Agrava tambié n la percepció n del problema de la autonomía la imagen de
los organismos internacionales involucrados en el caso papeleras, en particu-
lar, el Banco Mundial. Se trata de una institució n cercana al Fondo
Monetario Internacional, cuyo accionar en las dé cadas de 1980 y 1990 es
explicado por expertos como el premio Nobel Joseph Stiglitz en té rminos de
servir al mercado financiero internacional, y que ha sido acusada de no haber
favorecido a las poblaciones humildes ni al ambiente: “La globalizació n hoy
no está  funcionando para muchos de los má s pobres del mundo. No está
funcionando para gran parte del ambiente. No está  funcionando para la esta-
bilidad de la economía” (Stiglitz, 2003: 94). En particular, se ha cuestionado
el conflicto de interé s del Banco Mundial por ser al mismo tiempo financia-
dor de los proyectos y comitente de los estudio de impacto, así como por la
má s amplia promoció n del negocio de la forestació n que llevó  adelante este
organismo durante varias dé cadas en toda la regió n (Greenpeace, 2006: 11).
De hecho, las inversiones comenzaron hace má s de veinte añ os cuando se
intensificó  en la regió n la promoció n de la forestació n con fines industriales.
No só lo en Uruguay, tambié n en Brasil, Chile y la Argentina –con la ley
25.080, que establece reintegros a plantaciones de á rboles y beneficios fisca-
les a industrias forestales. Actualmente, Brasil tiene cinco millones de hectá -
reas de bosques cultivados, Chile 2,3 millones de hectá reas, la Argentina 1,2
millones de hectá reas; y Uruguay 700.000 hectá reas (Columbres, 2006;
Panario ., 2006: ii). En suma, el caso papeleras exhibe una percepció n de
riesgo agravada por una confluencia de factores, entre los que se cuentan la
preocupació n por cuestiones de equidad, y de autonomía y control, con-
fluencia que no se observa en la adopció n de transgé nicos, ni de la tecnolo-
gía nuclear, y en relació n con otras plantas de celulosa en la Argentina.

3. LOS RECURSOS MOVILIZADOS

“Una sensibilidad ecoló gica está  fluyendo a travé s de las sociedades en todo
el mundo”, sostiene Paul Wapner (1996: 64-65). Y apoya su aseveració n en
las encuestas que muestran que ciudadanos de países desarrollados y en desa-
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16 Abundan los ejemplos para ilustrar esta creencia de los asambleístas de Gualeguaychú .
Una declaració n significativa es la de uno de sus líderes, Juan Veronesi, quien sostuvo, cuando
parecía un hecho la paralizació n de las obras por 90 días en marzo de 2006: “El anuncio [de la
paralizació n] es bueno, pero en Uruguay los amos son las empresas, y tenemos el temor de que
ahora vengan con el cuento del monitoreo y no sé  qué  oferta para disimular” ( , 12 de
marzo de 2006, “Los asambleístas piden condiciones para acordar”, p. 12).



rrollo, por igual, se muestran preocupados por el ambiente, y se manifiestan
dispuestos a pagar precios má s altos por los productos si eso contribuye a
protegerlo. Wapner cree que esta nueva sensibilidad implica un “tipo de
gobierno”, en tanto “representa un mecanismo de autoridad que es capaz de
dar forma a la conducta humana”, y que tiene influencia tanto en el á mbito
privado como en el pú blico. Por su parte, Noble-Tesh (2000: 40-61) habla de
“nuevas ideas sobre la naturaleza”, que llevaron a desarrollar “principios
ambientalistas”, un cambio de mentalidad epocal que atribuye canó nica-
mente a la obra de autores como Rachel Carson y Aldo Leopold, publicadas
a comienzos de la dé cada de 1960. Y coincide en que estas nuevas ideas tie-
nen consecuencias políticas, habilitando y promoviendo acciones sociales:

[Estos autores] tomaron el principio ecoló gico de que las personas no deben
interferir en el balance de la naturaleza y el principio é tico de que la naturale-
za debe ser exaltada. Y agregaron un principio político. Sostuvieron que toda
la naturaleza está  seriamente en peligro y que tenemos que cambiar nuestros
valores y nuestras instituciones para salvarla. Este era un nuevo concepto
radical (Noble-Tesh, 2000: 43).

Desde el punto de vista de los recursos simbó licos que permitieron la movi-
lizació n de las poblaciones de Entre Ríos, es sin duda la interpelació n de esta
nueva sensibilidad hacia el ambiente el primer factor que está  en juego. Claro
que, al igual que en el caso de la preocupació n por el riesgo, se trata otra vez
de un teló n de fondo que actú a en relació n con otras tecnologías que tam-
bié n pueden percibirse como nocivas para el ambiente. Por eso son impor-
tantes los recursos má s específicos del caso papeleras, como es la identidad
local reforzada por actividades comunes que los gualeguaychenses desarro-
llaron alrededor del carnaval. En particular, el Corsó dromo se convirtió  en
un lugar de encuentro obligado que pronto devino emblemá tico. Entre
varios momentos clave del desarrollo de la controversia, puede señ alarse que
los primeros encuentros de discusió n se hicieron en el Corsó dromo; que en
febrero de 2006 el desfile de comparsas era abierto por el pasaje de represen-
tantes de la Asamblea Ambiental Juvenil, quienes repartían folletos sobre las
papeleras antes del paso de cada comparsa, las que a su vez tambié n desfila-
ban con consignas ( , 13 de febrero de 2006, “Gualeguaychú , de las
plumas a la defensa de la ecología”, p. 10; Toller, 2006); del mismo modo, los
micros para ir a las protestas del 30 de abril de 2005 y 2006 salían del
Corsó dromo. Finalmente, el encuentro con gobernadores convocado por
el presidente Kirchner el 5 de mayo de 2006 tambié n se realizó  en el
Corsó dromo. Como hizo explícito en su discurso un gualeguaychense
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entrevistado por el periodismo al vincular los nú cleos significantes del car-
naval y la protesta: “Nuestra ciudad es conocida principalmente por el car-
naval, una fiesta que en realidad encierra mucho trabajo. Ahora el país sabe
que Gualeguaychú  tambié n es sinó nimo de compromiso y lucha”.17

Queda en evidencia, entonces, que no se trata simplemente de la magni-
tud del riesgo percibido, ni de la magnitud del problema ambiental: infinita-
mente má s castigados, es difícil imaginar a los habitantes de las orillas del
Riachuelo con esa conciencia de sí y esa capacidad de reclamo. Tambié n en
relació n con la identidad, es importante recordar brevemente que
Gualeguaychú  tiene ciertas particularidades en cuanto a la gestió n política.
Hace dos añ os fue premiada por la Organizació n de las Naciones Unidas
como “modelo de buenas prá cticas municipales” y destacada en el programa
Ciudad a Ciudad por sus proyectos innovadores de desarrollo municipal
urbanístico, econó mico, social y ambiental ( , 13 de febrero de
2006, “Gualeguaychú , de las plumas a la defensa de la ecología”, p. 10). En
este sentido, la protesta puede ir má s allá  de la mera percepció n de riesgo y
aun de la compleja cuestió n de la distribució n de riesgos y beneficios. Es
decir, los gualeguaychenses, en particular, pueden apelar a su identidad en
relació n con las actividades centrales de su comunidad, como dijimos, la
agricultura y el turismo, para luchar contra la instalació n de las plantas de
celulosa, pero tambié n contra las propuestas de industrializar la regió n. Su
reclamo tiene en la identidad un baluarte firme, en coincidencia con lo que
muestra la bibliografía tanto en países centrales como en países perifé ricos
(Cronklin y Grahan, 1995; Heller, 2002).

A esto se agrega la capacidad de organizació n facilitada por la experien-
cia compartida del carnaval –a la que se sumó , segú n declaraciones de los
propios asambleístas, la temprana participació n en la protesta de miembros
de la Federació n Agraria Argentina. Puede decirse que a medida que fue ges-
tá ndose la movilizació n, toda la ciudad de Gualeguaychú  se transformó  en
un , similar a los que caracteriza Noble-Tesh sobre el ambientalis-
mo en los Estados Unidos y cuyos comienzos datan de la dé cada de 1970, en
particular a partir de la movilizació n de los vecinos del á rea de Love Canal,
quienes crearon la Love Canal Homeowners Association en 1978. Su des-
cripció n se acerca mucho a lo que se vio en relació n con la Asamblea
Ambiental de Gualeguaychú :

Los grupos de base generalmente está n poco interesados en proteger los
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recursos naturales. Muchos de ellos se forman para proteger a la gente de un
ambiente contaminado. Típicamente, trabajan para evitar la instalació n de un
incinerador de residuos peligrosos o para encontrar alternativas por un pro-
blema recientemente descubierto, como agua contaminada. En su mayor
parte, los miembros de estos grupos no han tenido actividad política previa, y
usualmente se disgregan cuando alcanzan sus objetivos o sus miembros está n
demasiado cansados para seguir luchando. Sus “oficinas” está n en el só tano o
el comedor de la casa de un miembro; sus está n formados por los miem-
bros má s comprometidos. Sus presupuestos son minú sculos; aprenden a
medida que avanzan (Noble-Tesh, 2000: 2-3).

Está  claro que en particular en Gualeguaychú  y má s allá  de la Asamblea
ambientalista que se constituyó  a comienzos de 2005 (“los miembros má s
comprometidos”), se trata de un grupo local movilizado por un reclamo
específico, que atraviesa clases sociales, edades, ideologías: “prá cticamente
no reconoce fronteras”, como resume una periodista. Entre los distintos
sectores que se oponen a las plantas el periodismo ha hablado de “comer-
ciantes”, “productores agropecuarios” y “de miel”, “ambientalistas”,
“docentes”, “jubilados”, “dirigentes ruralistas”, “jó venes” –no todos a favor
de los cortes, pero sí contra las plantas. Desde los empresarios hasta los pre-
sos está n involucrados: en la cá rcel y en los supermercados se vieron carteles
de “No a las papeleras”.18 Por otra parte, a los gualeguaychenses moviliza-
dos les preocupa mantenerse alejados de la política en sentido clá sico, que
quizá s podría dividirlos o alienar el apoyo de otros sectores. Como sostiene
un líder no identificado de la Asamblea, con una retó rica que se quiere inclu-
yente pero que no puede ocultar un acento clasista: “No somos piqueteros;
somos gente que lo ú nico que queremos es que sus hijos puedan disfrutar de
la misma calidad de vida que tenemos hoy” ( , 13 de febrero de
2006, “Gualeguaychú , de las plumas a la defensa de la ecología”, p. 10). Y
está  bastante claro tambié n que no se trata de reclamos de “ ”,
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18 Vé anse las descripciones periodísticas en Carbone (2006a) y (13 de febrero de
2006, “Gualeguaychú , de las plumas a la defensa de la ecología”, p. 10 y 8 de marzo de 2006,
“Crece el apoyo a los cortes”, p. 6).

19 Andrew Dobson, entre otros autores, han caracterizado la o 
como una forma extrema de ambientalismo. Dobson cita a M. Lewis para caracterizar lo que
llama “ ”, que se basa en cuatro postulados: “[…] que lo ‘primario’ (o
‘primitivo’) ejemplifica có mo podemos vivir en armonía con la naturaleza (y con los demá s); que
la completa descentralizació n, llevando a la autarquía local, es necesaria para la salud social y eco-
ló gica; que el avance tecnoló gico, si no el progreso científico en sí mismo, es inherentemente
dañ ino y deshumanizador; y que el sistema capitalista de mercado es inevitablemente destructi-
vo y derrochador”. Lewis, M., (1992),

, Durham, Duke University Press, p. 3. Citado en Dobson (2000: 65).



es decir, de una forma de ambientalismo extremo que se opone a la ciencia o
al desarrollo industrial ,19 sino que tienen que ver má s con la “calidad
de vida”. Es decir, está  en juego una visió n ambientalista que pone en el cen-
tro a los seres humanos. Así, en los folletos que la Asamblea entregó  en la
movilizació n del 30 de abril de 2006, se leía en el punto undé cimo, que bus-
caba resumir los anteriores:

¡Estamos en peligro!
Con el funcionamiento de las papeleras se afectará  las calidad del agua del

Río Uruguay, la pureza del aire que respiramos, la biodiversidad de los dife-
rentes ecosistemas, las actividades agrícola-ganaderas, la pesca, la apicultura,
el turismo… y por sobre todas las cosas, el funcionamiento de las pasteras va
a repercutir negativamente en nuestra salud, produciendo alteraciones hepa-
torrenales, lesiones en el sistema nervioso central, alteraciones del sistema
reproductor, deterioro del sistema inmunoló gico, malformaciones congé nitas
y cá ncer. Las nefastas experiencias vividas por las comunidades de Pontevedra
y Valdivia así lo atestiguan.

Las acciones de estos grupos de base ( ), otra vez como en los
aná lisis de Noble-Tesh, reciben el apoyo otro tipo de organizaciones, que
siguiendo su terminología pueden denominarse ayudantes de los grupos de
base ( ). Estos grupos representan otro recurso fun-
damental con que contaron los actores que llevaron adelante el caso papeleras:

Como implica su nombre, existen para ayudar a las organizaciones locales. Si
bien ninguno tiene un gran presupuesto, todos tienen oficinas reales y 
pagos. Proveen informació n sobre có mo movilizar a los miembros, como
organizar encuentros, có mo usar la informació n científica, có mo hablar con
los medios, có mo presionar a las autoridades y có mo manejar el estré s
(Noble-Tesh, 2000: 3).

En el caso de los asambleístas de Gualeguaychú , está n recibiendo apoyo
tanto de grandes ONG locales como internacionales, que trabajan en funció n
de la noció n de “sociedad civil global” o “política civil mundial” (Lipschutz,
1996; Wapner, 1996). En cuanto a las locales, ha tenido un papel muy impor-
tante el Centro de Derechos Humanos y Ambiente (CEDHA), liderado por
los argentinos Romina Picolotti y Jorge Daniel Taillant que, en una serie de
actuaciones internacionales, ha impactado en actores fundamentales, como
es el caso de sus presentaciones sobre las violaciones a las Guías de la OECD

para Empresas Multinacionales y a los Principios del Ecuador, en particular.
Los Principios del Ecuador fijan condiciones mínimas de evaluació n y mane-
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jo de los riesgos sociales y ambientales, especialmente si se trata de inversio-
nes en países en desarrollo, para que los entes financiadores que compiten
entre sí no inicien una carrera de requerimientos descendentes en la puja por
conquistar a sus clientes. Los signatarios se comprometen a só lo financiar
proyectos que sigan los está ndares del Banco Mundial y la CFI; en el caso de
inversiones en países en desarrollo, tambié n se aplican las salvaguardas de la
CFI (Spek, 2006: 53). En este sentido, el CEDHA ha “exhibido como una vic-
toria” –segú n una descripció n periodística– el hecho de que el banco holan-
dé s ING Group haya suspendido su cré dito de 480 millones de dó lares a la
empresa Botnia (Ferná ndez, 2006). Si bien el ING Group no hizo pú blicas las
razones de su retiro, la interpretació n del CEDHA es que se basó  en su pre-
sentació n sobre las violaciones a los Principios del Ecuador, argumento que
no puede difundir porque podría ser acusado judicialmente por Botnia de
perjudicarlo (CEDHA, 2006). El CEDHA tambié n ha promovido acciones diri-
gidas a movilizar agentes privados, como cartas electró nicas a actores res-
ponsables.

Tambié n ONG internacionales han cumplido un rol importante en el caso
papeleras. Estas “ ”, segú n las llaman los franceses
Thierry Pech y Marc-Olivier Padis (2004), cuentan con expertos que reali-
zan estudios alternativos, activistas formados y capacidad para actuar en
varios países. En este caso han actuado, entre otras, Ecologistas en Acció n,
Ingeniería sin Fronteras y Veterinarios sin Fronteras, los que protestaron en
Madrid contra el cré dito de U$S 350 millones que la Compañ ía Españ ola de
Seguros de Cré ditos a la Exportació n (CESCE) analizaba entregar a la empre-
sa españ ola ENCE ( , 12 de marzo de 2006, “Protestan por el cré dito a
ENCE”, p. 5). Otra ONG que ha tenido participació n en la controversia es la
Asociació n por la Defensa de la Ría, de Pontevedra, Españ a, cuyo presiden-
te viajó  a la Argentina invitado por la Central de Trabajadores de la
Argentina (CTA), la Asamblea Ambiental de Gualeguaychú  y “organizacio-
nes uruguayas” a dar su testimonio sobre có mo, tras once añ os de litigio,
lograron que se condenara a seis directivos de ENCE por “delito ecoló gico
continuado” (Capriata, 2006). Pero es ciertamente Greenpeace la que ha rea-
lizado las acciones má s visibles. Ademá s de sus informes sobre la industria
del papel desde la dé cada de 1990,20 organizó  el bloqueo de un buque con
materiales para las plantas que salía del puerto chileno de Talcahuano hacia
Uruguay en marzo de 2006 ( , 3 de marzo de 2006, “Bloquearon
en Chile la salida de un buque hacia Uruguay”, p. 6), y proveyó  la logística
para que la reina del carnaval de Gualeguaychú , Evangelina Carrozzo, hicie-
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ra oír el reclamo de su ciudad en la Cumbre de mandatarios de Amé rica
Latina y Europa, en mayo de 2006 en Viena ( , 12 de mayo de 2006,
“Có mo se armó  el insó lito reclamo”, p. 9). Y las ONG ambientales son res-
petadas en Argentina, como muestran las encuestas. Por ejemplo, en relació n
con los transgé nicos, una encuesta de la SAGPyP muestra que Greenpeace es
considerada una fuente confiable: 69% de los encuestados “confían” en
Greenpeace. Só lo el ítem “científicos” lo supera con el 76% de confianza,
mientras que el INTA queda en tercer lugar con el 60%, y la SAGPyP queda
cuarta con el 31% (Sarquis , 2003). Otra encuesta patrocinada por la
SECyT muestra resultados similares: con respecto a la credibilidad de las pro-
fesiones como fuente de informació n sobre biotecnología, muestran que las
“organizaciones del medio ambiente” quedan terceras con el 16%, só lo
detrá s de los “científicos que trabajan en universidades” con el 28%, y los
“mé dicos” con casi el 20% (SECyT, 2004).

Otro recurso fundamental con que contaron los asambleístas fue un tipo
de acció n nueva, el corte de rutas y puentes, con el potencial de impactar má s
allá  de la propia jurisdicció n; recurso que se gestó  en 1996 y 1997 en las
“puebladas” de Cutral-Có , Plaza Huincul y General Mosconi (Barbetta y
Lapegna, 2001; Ferrara, 2003; Svampa y Pereyra, 2003). Como sostiene
Ferrara, la interrupció n de la circulació n puede impactar fuertemente hasta
en inversores distantes:

El corte de rutas ataca a una de las necesidades centrales del capital: su circu-
lació n. Las rutas cortadas son, al tiempo que una estrangulació n del proceso
mercantil, un golpe a las bases jurídicas del sistema. Si se interrumpe el trá n-
sito se coarta la libertad de comercio, se detiene el flujo econó mico, se pone
en entredicho la legalidad capitalista, se brinda una pé sima impresió n a inver-
sores de todo el mundo (Ferrara, 2003: 38).

Cada momento tiene su forma de protesta y su recurso. El reclamo por la
crotoxina a comienzos del gobierno de Alfonsín –otro caso alrededor de un
tema científico-tecnoló gico– apelaba a las manifestaciones en Plaza de Mayo,
que habían jugado un papel importante en el final de la dictadura, como des-
tacó  en su estudio Emilio De Ípola (2002). Ciertamente, si los asambleístas
de Gualeguaychú  hubieran elegido concentrarse en la Plaza, su acció n habría
tenido un menor impacto internacional. No es trivial, entonces, que el recur-
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so de los cortes –que son ilegales y complican la negociació n para la
Argentina– estuviera disponible21. Es indudable que se trata de una medida
de presió n muy importante: segú n declaraciones del canciller uruguayo
Reinaldo Gargano del 13 de abril, los cortes eran un “golpe brutal”, ya para
entonces habían ocasionado pé rdidas estimadas en 400 millones de dó lares22.
Un mes antes, se habían difundido estimaciones de las cá maras de exporta-
dores de Uruguay que hablaban de pé rdidas superiores a los 200 millones de
dó lares ( , 13 de marzo de 2006, “Có mo nos ven”, p. 2)23. Finalmente,
Uruguay hizo una presentació n ante el Tribunal Arbitral del Mercosur que
se comentó  en la introducció n.

En relació n con este recurso, finalmente, fue fundamental para la movili-
zació n en contra de las papeleras la actitud del gobierno nacional. Como sos-
tiene Norma Giarracca (2005: 82): “Es la primera vez que un gobierno de la
Argentina se pone del lado de la sociedad civil en este tipo de demandas y,
en tal sentido, se registra un incidente diplomá tico entre ambos países.”. Se
deba a una posició n de principios, un cá lculo político o simplemente a la
imposibilidad de enfrentar un movimiento de esta magnitud (Escudé : 2006),
lo cierto es que representó  un cambio radical en comparació n con los casos
de resistencia a la tecnología nuclear y los transgé nicos. De manera notable,
si bien el gobierno de Alfonsín revisó  muchas políticas de la ú ltima dictadu-
ra, no modificó  sustancialmente la política nuclear –má s allá  de algunos
recortes presupuestarios. Incluso convocó  como miembro de su equipo de
consulta a una investigadora con varias dé cadas de trayectoria en la
Comisió n Nacional de Energía Ató mica, a quien luego nombró  presidente
de ese organismo (Hurtado de Mendoza y Vara, 2006; Vara, 2006). Algo
similar puede decirse con respecto a los transgé nicos, incorporados en la
cuestionada dé cada de 1990, y con respecto a los cuales hubo una total con-
tinuidad de política (Vara, 2005). Las poblaciones de Gualeguaychú  y
Coló n, entonces, contaron con recursos simbó licos y materiales importan-
tes, de los que pudieron hacer uso casi sin interferencias, varios de los cuales
no estuvieron disponibles en los otros casos mencionados.

4. DISCUSIÓ N

¿Por qué , si en diversos países centrales y perifé ricos la resistencia a deter-
minadas tecnologías y los reclamos por el ambiente generaron movilizacio-
nes importantes desde finales de la dé cada de 1960, só lo ahora parecemos
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hallarnos en presencia de protestas ciudadanas visibles, organizadas y capa-
ces de generar impactos significativos en Argentina? Este interrogante apun-
ta al centro de la discusió n pú blica sobre la cuestió n ambiental en la regió n.
En el presente artículo se ha explorado un muestreo de los elementos con-
currentes en el caso papeleras que han contribuido a convertirlo en una con-
troversia ambiental de alto perfil y alto impacto, que esperamos represente
un aporte para comprender las razones de esta reacció n aparentemente tar-
día. Un amplio conjunto de factores parecen haber sido necesarios, tanto
incitando la preocupació n ciudadana a travé s de la construcció n de una ame-
naza de magnitud, como promoviendo y facilitando la protesta con recursos
materiales y simbó licos. Las referencias a algunos de los aspectos
divergentes en relació n con la oposició n a la propia tecnología de producció n
de pasta de celulosa así como en relació n con la tecnología nuclear y los
transgé nicos –tecnologías estas dos ú ltimas que, pese a ostentar un ré cord de
oposició n amplio y elevado en países centrales y perifé ricos no los evidenció
aquí–, pretendió  abrir vías de aná lisis para comprender comparativamente
estos procesos. Vemos que, en este sentido, si bien dos factores generales que
contribuyen al clima de é poca como son la problemá tica sobre la “sociedad
del riesgo” y la “sensibilidad ecoló gica” resultan comunes a los tres casos,
aspectos má s puntuales y locales como las cuestiones de distribució n riesgo-
beneficio, así como la preocupació n por la autonomía y la actitud de las
autoridades nacionales fueron sustancialmente diferentes, y contribuyen a
explicar sus divergentes trayectorias. Este aspecto es una advertencia en rela-
ció n con rá pidas generalizaciones acerca del mayor o menor grado de con-
ciencia ambiental en el país.

Por otra parte, el conjunto de factores que se conjugan en la controversia
ambiental sobre papeleras parecen volverlo un caso iné dito no só lo en la
Argentina sino tambié n en Amé rica Latina. Hacer é nfasis en este punto
puede parecer audaz dada la escasa bibliografía disponible sobre la regió n
–de la que las pá ginas de Ekins (1992: 160-176) sobre Chico Mendes en
Brasil, los artículos de Mansilla (1994) y Cronklin y Grahan (1995) sobre los
indígenas brasileñ os y bolivianos, el trabajo de García sobre el movimiento
ecologista en Venezuela, y los libros de Simonian (1995) y García-Gorena
(1999) sobre Mé xico representan valiosas excepciones. Por una parte, consi-
deramos revelador que en su artículo sobre movimientos ambientales, un
autor como Haynes (1999), aunque no intenta ser exhaustivo, no incluya
casos sobre Amé rica Latina. Sin embargo, para apoyar nuestra caracteriza-
ció n tenemos en cuenta un aspecto má s importante: que movilizaciones tan
o má s multitudinarias y sostenidas en el tiempo, como las protestas indíge-
nas en Brasil y Bolivia, así como el Movimiento de los Sin Tierra (MST) en
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Brasil, sin bien han incluido fuertes protestas en contra de determinadas tec-
nologías y en defensa del ambiente, y hasta propuesto tecnologías alternati-
vas, lo han hecho dentro de contextos de reclamos socio-políticos
abarcadores que han comprendido cuestiones de larga data, tales como el
problema de la autodeterminació n en el caso indígena y del acceso a la tierra
y la representació n política en el caso del MST, segú n muestran los trabajos de
Cronklin y Graham (1995), y Branford y Rocha (2002 y 2003). En el mismo
sentido, la preocupació n por el ambiente está  tambié n presente en la diversa
protesta agraria en la Argentina de la dé cada de 1990, fenó meno que otra vez
tiene como argumentos articuladores centrales la vieja discusió n sobre la
propiedad de la tierra, y las má s recientes sobre la rentabilidad de las explo-
taciones, los problemas financieros vinculados con las políticas de ajuste
estructural y los derivados de las irregulares privatizaciones de servicios
pú blicos en la regió n, segú n analizan Giarraca y colaboradores (2001), y
Giarraca y Teubal (2005). Tanto en el caso del MST como en el de la protesta
agraria en la Argentina, una de las tecnologías má s resistidas desde su adop-
ció n a mediados de la dé cada de 1990 ha sido la de transgé nicos, rechazada
como metonimia y condensació n de la agricultura industrial. Así, no sería
injustificado proponer como hipó tesis a investigar que el formar parte de
movimientos sociales má s amplios podría ser una característica de los recla-
mos ambientales en la regió n, por lo menos hasta el caso analizado en este
trabajo. En esto, Amé rica Latina seguiría la caracterizació n que hace Haynes
(1996: 223), quien sostiene que “los grupos ambientales del Tercer Mundo
siempre tienen objetivos políticos”. Y aclara luego que só lo unos pocos de
ellos “está n exclusivamente interesados en el ambiente”, ya que tienden a
tener “un amplio rango de preocupaciones, incluyendo cuestiones de dere-
chos humanos, empleo y desarrollo”.

Sin embargo, la bibliografía muestra que la regió n no carece de antece-
dentes de movilizaciones de menor alcance en las que se articula el trabajo de

con ONG locales e internacionales, enfocadas en cuestiones
fundamentalmente ambientales, como ilustran acciones puntuales en
Venezuela y, especialmente, el caso de las “madres veracruzanas” en Mé xico,
con su oposició n a la instalació n de una planta nuclear (García, 1992; García-
Gorena, 1999). Lo que parecía faltar hasta el caso papeleras es una cuestió n
de escala y magnitud, y una má s adecuada articulació n local y global de la
protesta. En este sentido, un antecedente importante nos hace volver sobre
el caso transgé nicos, dado que Brasil sí se encuentra enfrascado en una con-
troversia alrededor de esta tecnología agrícola y no só lo por la oposició n del
MST, sino sobre todo por la de grupos ambientalistas y de consumidores, pre-
ocupados centralmente por cuestiones ambientales y de calidad de vida, que
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iniciaron reclamos judiciales en 1998 –de hecho, llevó  la delantera el Instituto
Brasileiro de Defesa do Consumidor, a quien luego se unió  Greenpeace. Por
ese motivo, la adopció n de esa tecnología se vio complicada en ese país, pese
a que contaba con el apoyo del gobierno nacional, de una parte sustancial de
la comunidad científica y de productores agropecuarios de varias regiones
del país (Paarlberg, 2001: 67-92). Con respecto a la oposició n en la
Argentina, si bien no tuvo suficiente impacto como para convertir la resis-
tencia en controversia, ciertamente contribuyó  a elevar el perfil de las preo-
cupaciones ambientales –los asambleístas de Gualeguaychú  suelen referirse
ocasionalmente a la adopció n de transgé nicos en la zona como un antece-
dente de una suerte de batalla no emprendida. Y en la Argentina hay otro
antecedente importante, como fue la controversia ambiental que hizo eclo-
sió n en 2003 alrededor de la construcció n de una mina de oro en Esquel, en
la provincia de Chubut, que no só lo impidió  la instalació n de la mina sino
que promovió  nueva legislació n y hasta la creació n de un Ministerio del
Ambiente en esa provincia ( , 24 de julio de 2006, “Nuevo
Ministerio en Chubut”)24. Si bien tuvo menor repercusió n a nivel nacional e
internacional, parece compartir aspectos del caso papeleras, en particular por
tratarse de una importante movilizació n local focalizada en una tecnología
específica, en relació n con una inversió n de capitales extranjeros en un á rea
dedicada fundamentalmente a las actividades agrícolas y el turismo. Y, cier-
tamente, este caso estimuló  la movilizació n en contra de esta tecnología en
otras provincias, como Catamarca y San Juan, y medidas en Río Negro,
como es la prohibició n del uso de cianuro y mercurio en minería en la loca-
lidad de Bariloche ( 24 de julio de 2005, “No usará n cianuro en las
minas”)25. De manera que en la Argentina y en la regió n, podríamos encon-
trarnos frente a un momento de quiebre en relació n con la movilizació n
masiva alrededor de reclamos má s específicamente ambientales, que sugiere
la necesidad de un seguimiento cuidadoso.

Por otra parte, un elemento que no puede descartarse al analizar estos
fenó menos en la regió n es el efecto directamente represivo e indirectamente
disuasorio que el ejercicio de la violencia durante regímenes autoritarios o
por parte de bandas parapoliciales o paramilitares aun durante gobiernos ele-
gidos democrá ticamente pudo haber tenido y seguir teniendo. El asesinato
de Chico Mendes (Ekins, 1992: 160-176), la represió n sistemá tica en
Guatemala (Berger 1997), y hasta las acciones de guardias privados en
Santiago del Estero (Joensen y Ho, 2003; Bradford, 2004) son emblemas de
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un uso de la violencia en contra de la protesta social y ambiental, y podrían
representar emergentes de un fenó meno latente que todavía no ha quedado
atrá s. Recientemente, se reprimió  en Catamarca una protesta contra las
inversiones mineras, segú n denunció  el CEDHA (2006b). Por eso creemos
que, má s allá  de la posició n activa del gobierno nacional en el caso papeleras,
indudablemente es importante una acció n pasiva de los diversos niveles de
gobierno, que no alentaron ni ejercieron la represió n.

Finalmente, en relació n con las diná micas de adopció n de tecnologías,
queremos retomar la noció n de resistencia de Bauer como “dolor organiza-
cional” (1995c), para avanzar sobre el sentido funcional de la resistencia en
el caso papeleras. Consideramos un resultado preliminar auspicioso el anun-
ciado retiro de ENCE de la localizació n proyectada originalmente. Como
indicaron trabajos de investigadores argentinos y uruguayos, así como de
expertos internacionales, la localizació n coincidente de las dos plantas com-
plicaba la disponibilidad de recursos –en particular, el agua y la madera– así
como el riesgo de contaminació n (Cá tedra de Obras Hidrá ulicas, 2005;
UNSAM, 2006; Panario, 2006; Spek, 2006). Esta decisió n resalta el cará cter
funcional de la resistencia en este caso particular, y en funció n de futuros
proyectos de instalació n de este tipo de industrias en la regió n.
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